Asunto: solicitud urgente de gestión frente a la atención de personas privadas de la libertad
De manera atenta y respetuosa, me permito dirigirme al señor alcalde, con el fin de solicitar, con urgencia, información de acciones concretas frente a las gestiones adelantadas por esa Administración Municipal ante el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario – EPMSC (INPEC), sede Santa Marta, para la elaboración y suscripción del convenio interinstitucional que permita el traslado y la atención integral de las Personas Privadas de la Libertad (PPL) en calidad de indiciados, actualmente recluidas en las instalaciones del Distrito de Policía N.º 3 – Estación de Policía XXXX.
Actualmente, se encuentran bajo custodia de esta unidad policial aproximadamente cincuenta y dos (52) Personas Privadas de la Libertad, cifra que supera ampliamente la capacidad instalada de la estación, configurándose un grave estado de hacinamiento y condiciones materiales de reclusión que resultan incompatibles con la dignidad humana. Los espacios disponibles no cuentan con ventilación adecuada ni con el área mínima vital por persona, presentan deficiencias en el acceso a servicios sanitarios básicos (inodoros, duchas y agua potable) y un suministro de alimentación insuficiente, tanto en cantidad como en calidad. Esta situación vulnera de manera directa derechos fundamentales como la dignidad humana, la salud, la integridad personal y el mínimo vital de las PPL, y representa, además, un riesgo cierto y permanente para el personal policial encargado de su custodia y para la seguridad de las instalaciones.
Es pertinente recordar que, en la mesa de trabajo realizada el día 3 de febrero del presente año en las instalaciones de la Estación de Policía Ciénaga, esa Administración Municipal asumió el compromiso expreso de agilizar las gestiones necesarias para la celebración del convenio interinstitucional con el EPMSC – Santa Marta, como medida estructural para mitigar el hacinamiento y garantizar condiciones dignas de detención preventiva. No obstante, a la fecha dicho compromiso no se ha materializado, prolongando una situación crítica que exige una respuesta administrativa inmediata.
La inexistencia del referido convenio ha generado vacíos en la asignación de competencias y recursos, especialmente en lo relacionado con la alimentación de las Personas Privadas de la Libertad, obligación que recae legalmente en la Administración Municipal. Como consecuencia de la ausencia de un contrato formal de alimentación, se ha optado por la entrega de remesas o mercados a las PPL, permitiendo la preparación de alimentos al interior de las celdas, situación que incrementa de manera significativa los riesgos de incendios, motines, afectaciones a la salubridad, alteraciones del orden público y vulneraciones adicionales de derechos fundamentales.
Desde el punto de vista jurídico, resulta necesario precisar que las instalaciones policiales no están legal ni técnicamente habilitadas como centros de reclusión permanente, conforme a lo dispuesto en la Ley 65 de 1993 – Código Penitenciario y Carcelario, la cual establece:
· Artículo 1: El Código regula el cumplimiento de las medidas de aseguramiento y la ejecución de penas privativas de la libertad, funciones que no corresponden a la Policía Nacional.
· Artículo 16: Los establecimientos de reclusión deben reunir condiciones técnicas, de seguridad y salubridad adecuadas.
· Artículo 21: La detención preventiva debe cumplirse en establecimientos habilitados para tal fin y no en instalaciones policiales.
· Artículo 34: El Estado debe garantizar medios materiales mínimos compatibles con la dignidad humana, como acceso a agua potable, servicios sanitarios, alimentación adecuada y condiciones de habitabilidad.
Adicionalmente, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia SU-122 de 2022, reiteró que, si bien las estaciones de policía y carceletas son lugares de reclusión transitoria y excepcional, ello no exonera a las autoridades territoriales de su deber constitucional de garantizar los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad, ni de adoptar medidas de coordinación interinstitucional para evitar situaciones de hacinamiento, tratos indignos o riesgos para la vida y la integridad personal. La Corte ha sido enfática en señalar que la permanencia prolongada de PPL en estaciones de policía constituye una vulneración sistemática de derechos fundamentales y compromete la responsabilidad de las autoridades administrativas competentes, en especial de las entidades territoriales.
En este contexto, la Policía Nacional ha venido asumiendo la contención y mitigación de los riesgos derivados de esta situación, sin que exista un soporte contractual, administrativo ni presupuestal adecuado, lo cual excede sus funciones constitucionales y legales, y expone tanto a la Institución como a la Administración Municipal a eventuales responsabilidades disciplinarias, fiscales y judiciales.
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En virtud de lo anterior, respetuosamente se solicita a su despacho:
1. Informar de manera clara y documentada las acciones concretas adelantadas por esa Alcaldía ante el EPMSC – Santa Marta para la formalización del convenio interinstitucional requerido.
2. Indicar el estado actual del trámite, los obstáculos identificados y los compromisos adquiridos por las partes.
3. Señalar el cronograma definido para la suscripción del convenio y la implementación efectiva del traslado de los indiciados a un establecimiento de reclusión legalmente habilitado.
4. Precisar las medidas transitorias que se adoptarán, bajo responsabilidad de la Administración Municipal, para garantizar condiciones dignas, seguras y acordes con el marco constitucional y legal mientras se concreta dicho convenio.
Es importante enfatizar que la presente comunicación no tiene como finalidad trasladar responsabilidades, sino dejar constancia institucional de una situación crítica que requiere intervención inmediata, en cumplimiento del deber constitucional y legal que le asiste a la Administración Municipal frente a la atención integral de las Personas Privadas de la Libertad.
Confiamos en su liderazgo y compromiso institucional para adoptar las decisiones necesarias que permitan superar esta problemática, garantizando los derechos fundamentales, la seguridad ciudadana y la correcta prestación del servicio público.
Agradeciendo de antemano la atención prestada, quedo atento a la respuesta y a las coordinaciones que desde su despacho se estimen pertinentes.
Atentamente,
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